ADVERTENCIAS Y DECLARACIONES SOBRE EL ESTUDIO DEL R. P. B. HANCKO TITULADO “DISOLUBILIDAD DEL MATRIMONIO CIVIL Y EL DERECHO CANONICO”
La Comisión Permanente del Episcopado Argentino, en su última Reunión (del 23 al 25-VII-58) ha examinado detenidamente el estudio del R. P. Benedicto Hancko, titulado: “Disolubilidad del matrimonio civil y el Derecho Canónico” publicado en la Revista forense “La Ley”, de Buenos Aires (22-II-58).

Comprobado el desconcierto, la confusión y desorientación que ha producido en el ambiente público, en momentos en que se propicia la implantación del divorcio vincular en nuestro país, juzgamos de nuestro deber, hacer las siguientes: I) advertencias y II), declaraciones.
I) ADVERTENCIAS

a) Juzgar públicamente, como lo hace el Autor, las actitudes de nuestros Párrocos en el cumplimiento de los deberes que les señalan las normas de sus Obispos, en relación con las unio​nes matrimoniales, no es de su competencia sino de la com​petencia exclusiva del Episcopado.

b) Asimismo, las normas y orientaciones del Episcopado en rela​ción (en este caso concreto) con lo que se refiere al matrimo​nio, no están sujetas al juicio particular público de ningún sacerdote, sino al de la Santa Sede, a la cual se puede recurrir con toda libertad, en caso que se juzgue necesario restablecer un orden supuestamente lesionado.

c) En casos como el señalado, la exigencia de las licencias debidas y “de derecho” para hacer publicaciones, es más que nunca necesaria, no sólo como medida “disuasiva”, sino también “res​trictiva”, por parte de la Autoridad Eclesiástica, de las pu​blicaciones de afirmaciones equívocas, exposiciones confusas y errores evidentes, por lo cual lamentamos que el Autor no haya tenido en cuenta lo establecido en el Código de Derecho Canónico: Can. 1386, parag. 1º y 1385, parag. 1º y 2º.

d) El estudio sobre la “Disolubilidad del Matrimonio civil y el Derecho Canónico” no expone el pensamiento de la Iglesia, sino una opinión personal del Autor, en oposición, en algunos puntos esenciales, a la doctrina y a la praxis de la misma; por lo cual añadimos las siguientes declaraciones.
II) DECLARACIONES
1) No solamente “muchos católicos argentinos se oponen a cual​quier clase de divorcio civil”
, sino también todos los católicos que tienen conciencia de sus deberes y siguen las enseñanzas y orientacio​nes de sus Obispos, se oponen al divorcio vincular, inclusos los casos en que se ha realizado unión meramente civil, “y no por instinto, ni porque ignoren que el término matrimonio es equivoco y no univoco”.
2) Desde el punto de vista católico, es insostenible en su tercera parte, la siguiente proposición del Autor:

“Para asegurar la libertad de conciencia en esta materia, basta que nadie sea obligado a casarse por la Iglesia; que los matrimonios canónicos tengan asegurados los efectos civiles; y que pueden obtener “el divorcio civil absoluto” todas las personas que no se casaron por la Iglesia”
.

3) Igualmente insostenible, en su tercera parte, es la proposición siguiente:

“Los católicos de recta conciencia no pueden aprobar esta confusión. Deben estar en favor de una ley de matrimonio que reconozca los efectos civiles a todos los matrimonios canóni​cos, asegure su indisolubilidad por los tribunales civiles y ad​mita el divorcio vincular a todas las uniones válidas en el fuero civil solamente”
.

GRAVEDAD DE ESTAS PROPOSICIONES

Para comprobar la gravedad de estas proposiciones bastará exa​minar las tres situaciones principales que se pueden presentar en las uniones matrimoniales civiles. Primera: los contrayentes no son bauti​zados; segunda: los contrayentes son bautizados que nunca pertene​cieron a la Iglesia Católica; tercera: los contrayentes son bautizados pertenecientes a la Iglesia Católica.

En el primer caso, la unión civil es matrimonio válido, de acuerdo al derecho natural y por lo tanto uno e indisoluble.

En el segundo caso, la unión civil, como contrato formal y expre​samente válido sería también sacramento, no en virtud de la ley civil, sino por tratarse de bautizados que, al expresar formal y públicamente su voluntad de unirse en matrimonio, elevan su contrato matrimonial a la dignidad de sacramento, dado que a tales bautizados la Iglesia no los obliga a la forma canónica.

En el tercer caso, tratándose de bautizados que pertenecen a la Iglesia Católica y están sujetos a las condiciones esenciales exigidas por la misma para que el contrato matrimonial de sus fieles sea válido, su unión civil carece de todo valor porque el contrato matrimonial intentado ante la autoridad civil no se realiza con las condiciones canónicas esenciales exigidas por la Iglesia: no siendo, pues, contrato válido en el orden natural tampoco es sacramento.

Siendo esto así, propiciar el divorcio civil absoluto “para todas las personas que no se casaron por la Iglesia” es una proposición evi​dentemente inadmisible.

En el primer caso, porque atenta contra el derecho natural que obliga por igual a no bautizados y bautizados; a no ser que se niegue que la indisolubilidad del matrimonio es de derecho natural.

Pero esta negación ha sido condenada por la Iglesia. En efecto, en el “Syllabus” se encuentra condenada esta proposición: “El vínculo matrimonial no es indisoluble por derecho natural; y en diversos casos el divorcio propiamente dicho puede ser sancionado por la ley civil” (Prop. 67).

No está demás advertir que la indisolubilidad del matrimonio es no sólo de derecho divino natural, sino también, en la Ley evangélica de derecho divino positivo. (Ver S. Lucas XVI, 18; S. Mateo XIX, 6). S. Santidad León XIII en el Nº 3 de su Encíclica: “Arcanum divinae sapientae” así lo enseña; y Su Santidad Pío XI en la “Casti Connubii” en el Nº 53, después de afirmar “que lo que impide, sobre todo, esta reintegración y perfección del matrimonio que estableció Cristo N. Redentor, es esa facilidad que existe para el divorcio, y va siendo cada día mayor”, analiza sus falsas causas para condenarlo en el Nº 54 con estas palabras: “Pero también contra todos estos desatinos, permanece en pie aquella ley de Dios única e irrefragable, confirmada amplísi​mamente por Jesucristo: “No separe el hombre lo que ha unido Dios”; ley que no pueden anular ni los decretos de los hombres, ni las con​venciones de los pueblos, ni la voluntad de ningún legislador. Que si el hombre llegara injustamente a separar lo que ha unido Dios, su acción seria completamente nula, pudiéndose aplicar en consecuencia lo que el mismo Jesucristo aseguró con estas palabras tan claras: “Cualquiera que repudia a su mujer y se casa con otra, adultera; y el que se casa con la repudiada del marido, adultera”.

“Y estas palabras de Cristo se refieren a cualquier matrimonio, aún al solamente natural y legítimo, pues es propiedad de todo verda​dero matrimonio la indisolubilidad, en virtud de la cual la solución del vinculo está fuera del alcance del beneplácito de las partes y de toda potestad secular”.

Prácticamente, pues, la tesis del Autor coincide con la proposi​ción 67 del Syllabus (condenada) que hemos transcripto más arriba.

En el segundo caso, porque atento también especialmente contra el derecho divino positivo, ya que se trataría de uniones matrimoniales sacramentales
, puesto que, de acuerdo a las proposiciones del Autor podrían “obtener el divorcio civil absoluto todas las personas que no se casaron por la Iglesia”.

En consecuencia, pues, los católicos no pueden propiciar una ley que “admite el divorcio civil absoluto para todas las personas que no se casaron por la Iglesia”, como afirma el Autor.

“De cuantos textos teológicos pudieran aducirse a este propósito, ninguna más expresivo que las páginas que encabezan la Encíclica “Cas​ti Connubii” de Pío XI, documento insigne del magisterio pontificio que enfoca con serena audacia los problemas jurídicomorales que se plantean modernamente alrededor del matrimonio”
.

El Papa, como Maestro infalible de la .verdad católica y como custodio e intérprete fidelísimo del derecho natural, se dirige “a toda la Iglesia Católica, más aún, a todo el género humano, para hablarle acerca de la naturaleza del matrimonio cristiano, de su dignidad y de las nulidades y beneficios que de él se derivan para la familia y la misma sociedad humana; de los errores contrarios a este importantí​simo capítulo de la doctrina evangélica, de los vicios que se oponen a la vida conyugal y, últimamente de los principales remedios que es preciso poner en práctica”
.

“Quede asentado, dice el Papa, en primer lugar, como fundamento firme e inviolable: Que el matrimonio no fue instituido ni restaurado por obra de los hombres, sino por obra divina; que no fue protegido, confirmado ni elevado con leyes humanas, sino con leyes del mismo Dios, autor de la naturaleza y de su restaurador Cristo Señor Nuestro, y que, por lo tanto, sus leyes no pueden estar sujetas al arbitrio de ningún hombre, ni siquiera al acuerdo contrario de los mismos cón​yuges”
.
“Mas aunque el matrimonio sea por su misma naturaleza de insti​tución divina, con todo, la voluntad humana tiene también en él su parte, y por cierto, nobilísima, porque todo matrimonio, en cuanto que es unión conyugal de un determinado hombre con una mujer determinada, no se realiza sin el libre consentimiento de ambos esposos, y este acto libre de la voluntad, por el cual una y otra parte entrega y acepta el derecho propio del matrimonio, que ninguna potestad hu​mana lo puede suplir...”. “Esta libertad, sin embargo, no da más atri​buciones a los cónyuges que la de determinarse o no a contraer matrimonio, y a contraerlo precisamente con tal o cual persona; pero está totalmente fuera de los límites de la libertad del hombre la naturaleza del matrimonio; de tal suerte que si alguien ha contraído ya matri​monio se halla sujeto a sus leyes y propiedades esenciales”
.

“En resumen, que la doctrina teológica y el Derecho Canónico están acordes en afirmar que el matrimonio es institución a un tiempo natural y divina, que nace en los casos particulares por el contrato o asociación voluntaria de dos personas, pero que una vez anudada es perpetua e irrevocable, como la idea y el fin al cual sirve, la procrea​ción y la educación de los hijos; fin que es distinto e independiente de la utilidad y de la misma felicidad de los cónyuges, porque el ma​trimonio, como institución, es, ante todo, un oficio de la naturaleza y no un contrato de utilidad ni de conveniencia. Como dice Santo Tomás, el matrimonio no es un contrato de utilidad, como la compra​venta, sino ordinatio ad aliquid unum, es decir, un acto por el que los cónyuges se confieren un poder reciproco, encaminado no el uno al otro en un sentido de utilidad, sino ordenado a la unión formada por ellos, o sea, la fundación de una familia; unión, por consiguiente, encaminada toda entera a la generación y educación de los hijos -ordinatio ad unam, generationem et educationem prolis”
.

4) “Algunos objetan a esta solución, escribe el Autor (a la pro​puesta por él) que los matrimonios de los no católicos, aunque válidos ante Dios, no tendrían asegurada la indisolubilidad que les compete por el derecho natural”
.
No solamente algunos católicos, sino la misma Iglesia y con ella piensan así todos los católicos que lo son de verdad, ya que la indisolubilidad del matrimonio está fundada en el derecho natural con​firmado por la Revelación.

Inadmisible recurso es apelar a la buena fe de los contrayentes que ignorarían la indisolubilidad del matrimonio por derecho natural y por derecho divino positivo.

Por lo cual son del todo inaceptables las siguientes afirmaciones con que el Autor defiende su posición.

5) “Es muy difícil comprender por qué algunos católicos insisten con tanta vehemencia sobre este punto. La suprema autoridad de la Iglesia sostiene que “a nadie se le debe obligar a que abrace la fe católica contra su voluntad” (Can. 1351); ¿por qué entonces ciertos católicos pretenden que la autoridad civil obligue a los protestantes y cismáticos a admitir la interpreta​ción católica del pasaje de la Sgda. Escritura que se encuentra en Mateo, C. XIX, v. 7 y siguientes? ¿Por qué precisamente en este punto, y sólo en este, la autoridad civil debe quitar a los no católicos su buena fe si en todos los demás puntos la respeta?”
.
Esta actitud de los católicos es bien comprensible en este punto: piensan y sienten con sus Obispos y con la Iglesia Católica.

Es bien cierto que la Iglesia sostiene que “a nadie se le debe obli​gar a que abrace la fe católica contra su voluntad”, y que respeta el estado personal de conciencia y de buena fe.

Si la buena fe, en algún caso particular, debe ser respetada y to​lerada con amor de caridad, es buscando siempre el bien de una per​sona determinada y en un caso en que talvez sería contraproducente el intento inmediato de conducir a la verdad.

Pero en el caso lamentable de la defensa del divorcio “como ley”, en oposición a la ley natural de la indisolubilidad del matrimonio y en oposición a la ley revelada que la confirma, la buena fe de las per​sonas y grupos invocados por el Autor, no puede ser tenida en cuenta con riesgo de las leyes e instituciones públicas destinadas al bien co​mún. Las leyes, como las del matrimonio, basadas en el derecho na​tural y en el derecho divino positivo no pueden ser condicionadas con relación a la buena fe o a falsos conceptos de derechos o libertades individuales contrarias al bien común que es derecho de la sociedad “como tal”. ¿Acaso la ley, y la obligación moral que ella importa, tienen solamente vigencia en el caso de ser aceptadas por todos? El elemento formal de la ley “como tal” -en este caso de la ley natural confirmada y elevada por Jesucristo- es el crear una obligación inde​pendientemente de las actitudes que puede tomar, frente a ella, el hombre a quien va dirigida.

Ante la ignorancia y el error que pueden ser, alguna vez, buena fe, la Iglesia y con ella los católicos no pueden renunciar al mandato de N. S. Jesucristo: “Toda potestad me ha sido dada en el cielo y en la tierra. Id, pues, e instruid a todas las naciones... enseñándoles a observar todas las cosas que Yo os he mandado” (S. Mateo, 18-20).

Enseñar y defender verdades de derecho natural y de fe no es imponer ni pretender imponer, por medio de la autoridad civil, tales verdades, sino cumplir con deberes irrenunciables de conciencia en defensa del bien común de la sociedad en que vivimos y, a la cual nos debemos, de acuerdo a las exigencias del orden moral y de la fe que profesamos.

6) “Se contesta a menudo, añade el Autor, que debe procederse así porque el divorcio vincular de un matrimonio valido ante Dios es siempre contra el derecho natural y contra el bien común. Tal afirmación, así conocida, es ciertamente falsa y raya en la herejía”
.
Ahora bien, ningún católico hace tal afirmación en un sentido completamente absoluto: sino que se afirma un principio, el de la indisolubilidad matrimonial que, en el orden común jurídico del de​recho natural y del derecho divino positivo, es exacto y cabria tam​bién añadir “siempre”, ya que lo que Dios Unió no lo puede separar el hombre sino solamente Dios.

Por lo cual, la razón dada por el Autor para demostrar la falsedad del aserto señalado, calificado de rayano en herejía, está fuera de lugar.

Los católicos saben que la Iglesia puede disolver, en casos deter​minados, el vinculo matrimonial de sus súbditos, siempre que exista un motivo superior, como diremos.

Tales matrimonios no se disuelven en virtud de poder humano alguno, ni aún simplemente eclesiástico. Se trata de poderes dados por Dios a la Iglesia, que los ejerce en nombre y en virtud de un poder otorgado por El.

Por lo cual no se contraría aquí el mandato de Jesucristo: “lo que Dios ha unido no lo separe el hombre”; porque es Dios mismo quien separa lo que El mismo ha unido. Y porque es Dios quien lo hace, pierde su carácter de desorden y de pecado la disolución del vinculo; y queda el bien común a salvo. Porque en manos de Dios está el dispensar de la ley natural que El ha establecido en los casos que en Sabiduría entiende dirigir y ordenar tal disolución del vinculo a un bien superior como es. el de su gloria.

Hay actos humanos que siendo malos (pecado) por ser contrarios a la ley natural, Dios, sin embargo, como Legislador supremo, puede ponerlos al servicio de sus propios planes en un orden superior por un mandato de su voluntad, desapareciendo en ese caso, la nota de ili​citud que les correspondería, ya que comúnmente de por si son ilícitos.

Pero hay actos en que esto no es posible, ya que no podrían nunca ser referidos por Dios a un orden o un bien superior que El quiera y ame, como acontece con, la blasfemia, que por eso se llama acto “in​trínsecamente malo en sentido estricto y absoluto”.

Santo Tomás, en la Suma Teológica, en la IIa IIe, q. 154, art. 2, ad secundum dice: Un acto (fornicatio) se dice que es pecado porque es contrario a la recta razón (a la ley natural). Pero la razón humana es recta en cuanto se regula por la voluntad de Dios, que es la prime​ra y suprema regla. Y por eso lo que el hombre hace por voluntad de Dios, obedeciendo a su mandato, no es contra la recta razón, aunque parezca ser contra el orden común de la razón como tampoco es contra la naturaleza lo que se hace milagrosamente por el poder de Dios, aunque sea contra el curso común de la naturaleza. Y por eso, como Abrahán no pecó queriendo inmolar a su hijo inocente (Gen. XXII), porque en esto obedecía a Dios, aunque esto, considerado en si mismo, sea comúnmente contra la rectitud de la razón humana (contra la ley natural); “ita etiam Osee non peccavit fornicando ex praecepto divino”.

En estos principios radica la posibilidad de disolución del vinculo matrimonial en casos excepcionales, en que existe para Dios, como motivo para ello, el ordenamiento de tales actos a un orden superior, como es el beneficio de la fe y de la profesión solemne religiosa.

El Can. 1119 establece que: “El matrimonio no consumado entre bautizados, o entre una parte bautizada y otra que no lo está, se di​suelve tanto por disposición del derecho en virtud de la profesión religiosa solemne, como por dispensa concedida por la Sede Apostó​lica con causa justa, a ruego de ambas partes; o de una de ellas, aun​que la otra se oponga”. Y el Can. 1120 parág. 1º establece que: “El ma​trimonio legítimo entre no bautizados, aunque esté consumado, se di​suelve en favor de la fe por el privilegio Paulino”.

Pero Dios no ha otorgado estos poderes vicarios al Estado, sino a la Iglesia.

Esta disolución excepcional de algunos matrimonios legítimos
 entre no bautizados, aunque estén consumados; y de algunos matrimo​nios “ratos no consumados”
, no significa que el matrimonio deje de ser indisoluble por ley natural en el primer caso, y por ley divino positiva en el segundo caso, y que por tanto, pueda ser disuelto por autoridad humana alguna.

El contrato matrimonial fue instituido por Dios al crear a nues​tros primeros padres y permaneció como contrato natural hasta que N. S. Jesucristo elevó este mismo contrato natural a la dignidad de Sacramento, sin inmutar su carácter de contrato.

Si bien, este contrato natural es de institución divina, la Autoridad humana competente puede legislar acera de él, debiendo sin embargo respetar aquellas propiedades esenciales constitutivas que le son pro​pias por derecho natural y divino y, como tales, inmutables como son la unidad e indisolubilidad
.
Queremos suponer que el Autor no ha pretendido ni siquiera insinuar que la potestad de la Iglesia para disolver alguna vez matrimonios válidos, en el sentido arriba expuesto, de pie para argumentar que, en el orden natural, la Autoridad civil podría tener una potestad seme​jante en algunos casos de matrimonios entre no bautizados.

La unidad e indisolubilidad son propiedades esenciales del ma​trimonio que dimanan de su misma naturaleza específica, por lo cual corresponden a todo matrimonio, no sólo al de los cristianos que es sacramento, sino también al de los infieles que no lo es. La potestad humana competente no puede legislar, sobre el matrimonio por ser de institución divina sin las limitaciones que le impone el derecho na​tural y divino de respetar las propiedades esenciales del mismo por​que son inmutables. La competencia de la Autoridad civil es solamente sobre los efectos meramente civiles del matrimonio
.

Con esto hemos querido cerrar una brecha que talvez hayan abier​to las palabras del P. Hancko en las mentes de muchos lectores.

Otra proposición inadmisible del Autor, siempre relacionada con las anteriores, es la siguiente:

7) “Con todo si consideramos con atención la naturaleza del di​vorcio civil, no condenaremos al legislador civil que, para evitar mayores males y no impedir mayores bienes, permite, en casos excepcionales la separación de los esposos no-cató​licos y reglamenta con una norma jurídica esta separación. El no se atribuye el poder de romper el vínculo matrimonial válido ante Dios, sólo quita los efectos civiles de algunos po​cos matrimonios; lo cual no es intrínsecamente malo. Si los divorciados vuelven a casarse, la autoridad civil solo atribu​ye a las uniones concubinarias efectos civiles; tampoco esto es intrínsecamente malo y por una causa muy grave puede to​lerarse”
.
Dejando, por nuestra parte, constancia de que el Autor ha hablado hasta este momento de divorcio vincular, ahora con la especiosa ex​plicación de que el legislador del divorcio no rompería el vínculo del matrimonio ante Dios, sino que sólo le quitaría los efectos civiles, pretende justificar la introducción de un divorcio larvado que destruiría igualmente la familia y cuyas consecuencias serían exactamente las mismas.

La explicación del P. Hancko sobre “la licitud de tolerar un mal menor para evitar mayores males y no impedir mayores bienes”, no podría aplicarse, de ninguna manera, al caso presente porque una ley de divorcio, aún restringida, siempre impide los “mayores bienes” que son “el bien común” a que tiene derecho la sociedad y no evita, de consiguiente, “mayores males”.

Ya hemos dejado constancia que tratándose de matrimonios válidos sólo la Iglesia puede disolver el vínculo matrimonial, únicamente en los casos y por los motivos excepcionales ya expuestos.

En cuanto a los matrimonios “ratos y consumados” no cabe en absoluto, ninguna excepción. “El matrimonio valido rato y consumado no puede ser disuelto por ninguna potestad humana ni por ninguna causa, fuera de la muerte” (Can. 1118). Ni siquiera por la potestad vicaria del Sumo Pontífice.

Cabe, pues, preguntar al Autor cómo lo podría hacer la autoridad civil en los casos de matrimonios de bautizados que nunca pertenecieron a la Iglesia Católica?

Lo intrínsecamente malo, de hecho, es que el legislador lo hace, (aunque, según el Autor el legislador “no se atribuye el poder de rom​per el vínculo matrimonia”); y asimismo, al autorizar nueva unión de estos mismos cónyuges con otros, de hecho estas nuevas uniones son jurídicamente autorizadas y reconocidas, par una ley civil, en su nuevo estado matrimonial, lo que es inadmisible, (aunque, según el Autor, el legislador “sólo atribuya a las uniones concubinarias efec​tos civiles”).

Pero quedaría por comprobar si esta especiosa teoría será com​partida por los divorcistas, por los legisladores del divorcio y por las autoridades civiles encargadas de su aplicación.

Sin excepción, los divorcistas aquí y en todas partes niegan la indisolubilidad del vinculo matrimonial tanto en el orden de la ley natural como de la ley divino positiva.

Al final de la exposición Nº 7, que acabamos de examinar, el Autor, en la nota Nº 30 (ver Separata), cita en apoyo de su doctrina el discurso del Papa Pío XII a los juristas italianos, sin transcribir nin​gún párrafo determinado, lo que podría inducir a muchos a pensar que S. Santidad Pío XII expone la misma doctrina que el Autor.

Pero la cita de S. S. Pío XII que hace al respecto el Autor no viene al caso; pues el Papa en la alocución no trata de “justificar” las leyes injustas, sino “serenar” las condiciones de los jueces que deben aplicar las leyes injustas ya existentes, afirmando que “no toda aplicación de una ley injusta equivale a su reconocimiento o a su aprobación. En este caso el Juez puede, y acaso debe alguna vez, dejar su curso a la ley injusta, cuando sea el único medio para impedir un mal mucho mayor”
.

La tesis, en cambio, del P. Hancko trata de “justificar” la misma ley injusta, que no es lo mismo.

Negamos, además, que sea valedero el argumento deducido de las concesiones hechas por la Santa Sede en algunos concordatos (con la República de Santo Domingo y de Portugal, citados por el Autor en la pág. 6); y cuya solución dice el P. Hancko que “sería deseable tam​bién para la República Argentina”.

Es raro y difícil el caso en que la Iglesia logre, por medio dle un Concordato, el ideal de la ley. Es frecuente que la Iglesia, al concertar un Concordato, se halle ante hechos consumados y a veces ante males inevitables: en tales casos trata de salvar lo que se puede.

Si, en tales casos, la Iglesia tolera “como un mal menor” que el poder civil no le reconozca la integridad del ejercicio de un derecho, esto no quiere decir que renuncie a él.
No sólo en esta materia, sino en todo lo que se refiere a relaciones de la Iglesia con el Estado conviene recordar que: “"Liquet proinde relationes Ecclesiae ad Statum concordatis firmatas non esse quidem optimas, at meliores absoluta separatione”
.

En general, se puede comprobar siempre que la ley de divorcio civil absoluto invade la jurisdicción eclesiástica, cuando no la desconoce.

La Iglesia, frente a casos concretos, trata, pues, de salvar hasta donde sea posible sus derechos y el bien espiritual y temporal de sus fieles.

 Por lo demás, las palabras de S. S. Pío XI que cita el Autor
, después de haber señalado como deseables también para la República Argentina los puntos principales establecidos en los Concordatos de la S. Sede con la República de Santo Domingo y Portugal, han sido sacadas del quicio en que su Soberano Autor las pronunció, y diríamos que han sido profanadas.

El Autor las utiliza para propiciar su solución “inadmisible” del divorcio vincular civil restringido; y el Papa Pie XI para señalar y destacar una situación ideal en la cual ha sido descartada toda forma de divorcio vincular.

El Autor no ha citado el texto completo, que seria el siguiente: “Cuando se obtiene el reconocimiento de la Iglesia en su personalidad jurídica, con los derechos que de ella dimanan, cuando el sacramento del matrimonio ocupa el lugar que le corresponde en la legislación y en la vida del Estado...; cuando se otorga a la educación religiosa el honor y el rango merecidos... están bien patentes los motivos que te​nemos para dar gracias al Señor de todo corazón”
.

En el Concordato cono Italia no existe el divorcio y no los Con​cordatos aludidos por el Actor, la Iglesia “tolera el hecho “preexistente” del divorcio civil absoluto” dentro de los limites determinados por la ley civil, lo que no significa admitirlo.
En la República Argentina no existe el divorcio.

Es inadmisible que para solucionar casos particulares y lamentables -para los cuales la misma Iglesia, en gran número de ellos, se​ñala soluciones- se propicie el divorcio civil fundando tal pretensión en cláusulas concordatorias, en las cuales la Iglesia ha tolerado hechos que jamás ha admitido como de derecho.

8) Y es inadmisible que un sacerdote contra lo enseñado por sus Obispos y la Iglesia, diga a los católicos que:

“deben estar a favor de una ley de matrimonio que reconozca los efectos civiles a todos los matrimonios canónicos, asegure su indisolubilidad por los tribunales civiles y admita el di​vorcio vincular a todas las uniones válidas en el fuero civil solamente”
.
No solamente es inadmisible propiciar una ley de divorcio vincu​lar para las uniones matrimoniales válidas ante la Iglesia (sacramenta​les); o solamente válidas ante Dios (legítimas, de derecho natural); sino que es también inadmisible propiciar una ley que admite “el di​vorcio vincular” de las uniones válidas en el fuero civil solamente”, como se expresa el Autor.

No es fácil fijar bien el alcance de tal afirmación por su impre​cisión: habla el Autor de “divorcio vincular”, lo que hace suponer que se refiere a matrimonios legítimos, válidos por derecho natural al me​nos; y habla de “uniones válidas en el fuero civil .solamente”, lo que deja suponer que talvez se trataría de uniones inválidas también por derecho natural, pero con efectos simplemente civiles.

Si esta última fuera la mente del Autor, es también inadmisible propiciar una ley de divorcio civil restringida fundada en las razones dadas por el Autor.

Las razones que obligan a la Iglesia a oponerse a la solución propiciada por el Autor para resolver la serie de casos lamentables se​ñalados par él, a base “de una ley de divorcio vincular civil, aún res​tringida” a estos casos, son de orden público y social y tienden, en último término, a la defensa de la misma institución matrimonial. De consiguiente no cabe argumentar contra la intransigencia de la ley, con el número de casos lamentables a resolver, etc.

Uno de los caracteres esenciales de la ley, es su valor ejemplar.
La ley tiene siempre un valor ejemplar para el hombre y sus actos humanos: ella le señala una norma, según la cual debe obrar, y a la cual deben conformarse sus actos.

Por eso, las leyes positivas que rigen los actos humanos tienden naturalmente a ser para el hombre el criterio para juzgar la moralidad de sus actos.

De ahí, la necesidad de que las leyes positivas humanas no se opongan a la ley natural y a las leyes divinas, no solamente por el atentado que ello implica al ordenamiento establecido por Dios, sino también por el riesgo tremendo que se correría con una ley tal, cuyo valor ejemplar, a la larga, inevitablemente tendería a persuadir ex. gr.: que la prostitución reglamentada no es ilícita; que el juego oficializado no es ilícito; y que el divorcio civil legalizado es conveniente y necesario para poner remedio a numerosos casos lamentables.
Una ley de divorcio vincular civil llevaría, pues, en si una tendencia permanente a crear una conciencia colectiva conformista primero, y luego persuadida de su conveniencia, necesidad, licitud y finalmente de la disolubilidad natural del matrimonio.

No proseguimos el análisis del estudio del P. Hancko porque lo sustancial está ya examinado y no queremos extendernos más, sin que esto signifique que no haya nada más que objetar.

Bástenos dejar constancia:

1º) Que la terminología usada por el Autor en la explicación de las instituciones canónicas resulta con frecuencia confusa e imprecisa; las citas de autoridad, como la del Emmo. Sr. Ar​zobispo de Quito, incompletas y mal aplicadas; por lo cual la legitimidad y la claridad de las conclusiones son científica​mente discutibles y pueden engendrar confusión aún entre los especialistas en Derecho civil;

2°) que no puede invocarse la experiencia práctica y aislada de algunos Obispos de otros países como norma general de la Iglesia y menos aún puede servir de norma para situaciones sociales distintas, tanto más si son más exigentes que las nor​mas generales del Derecho Canónico en la materia
;

3°) que la interpretación personalísima de la realidad católica del país hecha por el Autor en oposición con la interpretación dogmática y jurídica de la misma, encierra graves errores que no se pueden católicamente admitir;

4°) finalmente, que los proyectos de la ley civil sobre matrimonios y su disolución vincular por los correspondientes tribunales no respetan la doctrina de la Iglesia para la cual la indisolubili​dad del matrimonio alcanza, no sólo al canónicamente cele​brado, sino también a aquellos realizados entre acatólicos bau​tizados -a quienes la Iglesia no urge la observancia de la forma canónica- y a todos aquellos de no bautizados que reúnen, fuera de estos casos y de acuerdo con el derecho na​tural, la perfección del consentimiento libre de impedimentos y el respeto de las propiedades esenciales del matrimonio como institución.
C O N C L U S I O N

Después de todo lo dicho, compréndese bien por qué el Episco​pado Argentino se ha opuesto siempre enérgicamente a la ley de divorcio propiciada más de una vez en nuestra Patria; compréndese bien por qué los católicos que piensan y sienten con la Iglesia se han opuesto también con decisión ejemplar acompañando a sus Obispos.

Y compréndese bien asimismo que el Episcopado y los Católicos argentinos estén dispuestos a oponerse con todas sus fuerzas y posi​bilidades a todo intento de divorcio, en cumplimiento de los más sa​grados deberes, en defensa de la unidad e indisolubilidad del matri​monio, como contrato e institución de derecho natural, que tiene por Autor al mismo Dios; y como Sacramento a cuya dignidad elevó el contrato matrimonial Jesucristo N. S.

Al hacerlo así defenderán los principios inmutables del derecho natural, la fe religiosa y la salud moral de su pueblo que radica en la familia fundada, establecida y defendida de acuerdo al ordenamiento moral y espiritual querido por Dios, refirmado y elevado por Jesucristo.
.R E SOL U C I O N

Por todo lo cual y en cumplimiento de nuestras sagrados deberes de tutelar el derecho natural del cual la Iglesia Católica es defensora y guardiana; de la verdad religiosa y de la praxis de la Iglesia en todo lo que se refiere al matrimonio como contrato e institución de derecho natural y como Sacramento al cual fue elevado por N. S. Jesucristo; en nombre de la Comisión Permanente del Episcopado declaramos:
1º) que no es lícito a los católicos compartir la tesis sustentada por el R. P. Hancko;

2º) y menos aún iniciar o apoyar una campaña pública tendiente a solicitar la sanción de una ley de divorcio civil, de acuerdo a lo expuesto por el mismo y basándose en su exposición.

Comuníquese a quienes corresponda, publíquese y archívese. Dado en Buenos Aires a los veinticinco días del mes de Agosto del Año del Señor de mil novecientos cincuenta y ocho.
Firmado: ERNESTO SEGURA, Director del Secretariado Permanente del Episcopado Argentino; Antonio Card. Caggiano, Presidente de la Comisión Permanente del Episcopado Argentino.
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